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La Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIREF) ha abierto un importante debate técnico-jurídico, 
tras la publicación del informe "Spending Review" de junio de 2019, sobre las provisiones de medicamentos del 
Sistema Nacional de Salud.

El Segundo Informe “Spending Review” de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal 
(AIREF) de junio de 2019 ha abierto un importante debate técnico-jurídico sobre cómo deben 
provisionarse los medicamentos del Sistema Nacional de Salud y en qué medida existe un 
margen de mejora desde la perspectiva de la sostenibilidad financiera del modelo público de 
prestaciones de farmacia 1. El Informe, desde una perspectiva económica -con el objetivo de 
reducir gasto- propone ciertas medidas que impactan sobre las propias reglas de la contratación 
pública en este ámbito, como lo es la contratación centralizada (no se habla, sin embargo, de 
las ventajas de compra agregada) y de subastas de medicamentos (opción que no se contempla 
en la LCSP de 2017) 2 . Estas propuestas, a mi entender, pueden estar un tanto “sesgadas” por 
la visión como gasto y no como inversión de la compra pública (que es, sobre todo, estrategia 
para implementar políticas públicas) y tener, además, difícil encaje con las propias reglas y 
finalidades de la contratación pública, cuya aplicación no puede ser obviada. La AIREF acepta 
como modelo de referencia el sistema de subastas de medicamentos impulsado en Andalucía 
mediante el Decreto-Ley 3/2011, de 13 de diciembre, de medidas urgentes sobre prestación 
farmacéutica del Sistema Sanitario Público de Andalucía 3.

La Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público (LCSP), como dice en su exposición de motivos, 
intenta “diseñar un sistema de contratación pública, más eficiente, transparente e íntegro, 
mediante el cual se consiga un mejor cumplimiento de los objetivos públicos”. Es decir, la 
contratación pública se configura como herramienta para la correcta efectividad de políticas 
públicas y el análisis de su eficiencia debe atender al resultado final del contrato y no al 
momento de la adjudicación 4. Y como nuevo paradigma de valoración de eficiencia hay que 
estar a las exigencias de calidad necesarias. La calidad no es un mayor gasto, ni cuestiona en sí 
misma el funcionamiento del principio de eficiencia exigible en toda licitación pública (no hay 
que confundir precio con valor) 5. El principio de eficiencia debe velarse (y valorarse) por el más 
adecuado estándar de calidad en la prestación del servicio 6, en la convicción de que los 
mismos comportan una adecuada comprensión de cómo deben canalizarse los fondos públicos. 
Así, la mejor calidad se interrelaciona claramente con la mejor eficiencia (y, en consecuencia, 
con la buena administración como derecho fundamental). Interesa, a estos efectos, recordar 
que desde el Derecho europeo de la contratación pública el precio no parece ser el elemento 
esencial para su configuración como contrato público. El artículo 2.1.5) de la Directiva 


